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SENTENCIA IN'I'trRLOCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Recurso de agravio constitucional intelpuesto por doña Carmen Elizabeth Leyva
Chang contra la resolución de fojas 212. de fccha2 de marzo de 2017, expedida por la
Sala Civil de la Cortc Supe¡ior de Justicia de Huaura que declaró improcedentc la
demanda de amparo de autos.

l-ima. l5 de ocluhre de 2018

El Peruano el 29 dc agosto de 2014, este Tribunal estableció, en cl

AMI'NTOS

sentcncia emitida en el Expedienle 00987-2014-PA/TC, publicada en el diario

to 49, con caráctc¡ de precedente, que se expedirá se¡ltencia interlocutoria
dcncgatoria, dictada sin más lrámile, cuando se presente alguno de los siguienles
supuestos, quc lguaimente están conteÍidos en cl artículo 11 del Reglamento
Normativo del'lribunal Constitucional:

a) Carezca de iindamentacióD la supuesta vulneración que se invoque.
b) I-a cuestión de Derecho contenida en el recurso no sea de especial

lrasceDdetcia constitucional.
c) La cuestión de Derecho invocada contradiga un precedente del T¡ibunal

Constitucional.
d) Se haya decidido de manera dcsestimaloria en casos sustancialmente iguales.

ln la seDtencia cmitida en el Expedien¡e 045 33 -201 3-PA/'|C, publicada el 27 de
enero de 2015 en el porlal web institr¡cional. ci 'l'¡ibLrnal Constitucional dcclaró
improcedente la demanda de amparo. Allí se deja establecido quc la vía procesal
idónea e igualmente satisfactoria para rcsolver las pretensiones individuales por
conllictos juridicos derivados de 1a aplicación de la legislación laboral pública es el
proceso co¡tercioso-adminislmtivo. Este proceso, dcsde la perspcctiva objetiva,
posee una estruclura idónea par¿r tutclar los derechos ¡elativos al trabajo. Ademas,
cuenta con aedidas cautelarcs orientadas a suspendcr los ef¿ctos del acto
reclamado mienlras se ¡esuelvan las controversias pendientes dc absolución.

3- I.il presente caso es sustancialmente igual al resuelto, de manera desestimato a, en
el Expediente 04533-2013-PA/'|C. En mé to a que, para resolver la controversia.
que consiste el que se declare inaplicable los siguientes actos administrativos
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emitidos por (]l Ministe o de Educación: a) la l{esoJución de Secrclaría Ceneral
2078-2014-MINEDU, de fecha 19 de noviembre de 2014, que aprobó la norma
técnica denominada "Normas para la evaluación excepcional dc profesores
nonrbrados sjn título pedagógico, provenientes del régimen de la Ley del
prol'esorado"; y b) la Resolución Ministerial 532-2014-MINEDU, del 20 de
novicmb¡e de 2014, denominada "C¡onograma de evaluación de ptofesores
interinos", lo cual según la recurrente afectaría su derecho ai trabajo y otros
dcrcchos, existe una via procesal igualmente satisfactoria para proteger los
derechos presunlamente amenazados o vulnerados. Aquello ocure cuando, cn
casos col'no esle. la pafte de,¡andanle se encuentra sujeta al régimen laboral público
(1i 6) y no se acreditó quc cxjsta riesgo de quc se produzca irreparabilidad o la
necesidad dc tutela urgente dcrivada de la relevancia dei derecho o de la gravedad
de las consecucncias.

4. En co¡sccuencia, y de lo expuesto en los fundamentos 2 y 3 si.rpra. se verilica que
el presente recurso de agravio ha incurrido en la causal de ¡echazo prevista en el
acápite d) del fundamento 49 de la senrencia emitida en el Expediente 00987-2014-
PA/TC y en el inciso d) del artículo l1 del Reglamento Nomativo del Trjbunal
Constitucional. Por esta ¡azón, coresponde declarar, siI1 más trámite, improcedente
el reiurs,, de agrcr io constitLcionrl.

Po¡ estos 1'undamcntos, el Tribunal Conslitücional, con la autoridad que le
confiere la Constitución Politica del Perú, y la participación del magislrado Fspinosa-
Saldaña Barrcra, convocado para dirimir la disco¡dia suscitada por el voto singular del
magistrado Ferrero Costa,

Además, se incluye el fundamento de voto del magist¡ado Espinosa-Saldaña
Barrera.

III]SUELVE

Dcclarar IMPROCEDEN'l'E el recruso dc asravio oonstitucional
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ESPTNOSA-SALDAÑA
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Publiquese y notif iquese.
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FUNDAMENTo DE voro DEL MActsrRADo EspINosA-sALrrAñA
BARRDRA

Coincido con el sentido de Io resuelto por mis colegas, pero debo hacer algunas
precisiones sobre la aplicación de las causales del prccedenle "Vásquez Romcro" y su
interacción con las causales de improcedencia del Código Procesal Constitucional, v, en
cspecial oon lo dispuesto cn el precedente "Elgo Ríos":

l. Uno dc los temas que corresponde a este Tribunal ir precisando en su
jurisprudencia es el de la aplicación de la causal d) de la sentencia intcrloculorid
denegatoria donde se recoge cl supuesto de "casos sustancialmente iguales".
Como he venido señalando cn más de un f'undamcnto de voto, esta causal de
rechazo implica una fuertc vinculación entre los hechos y las razones del caso
que se r¡tiliza como referente y aquel al que se pretende aplicar las mismas
consecuenc ias j uríd icas que al primero.

2. Ahora bien, en los casos de Dcrecho laboral público q!¡e ha venido resolviendo
el Tribunal Constitucional, sc ha instalado la práctica de utilizar como caso
referente la sentencia recaída en el expedicnte 04533-2013-PA/fC, caso
"Marcapura Aragón". Sin embargo, debo hacer nolar que encuentro dos
problemas si se insisle en una aplicación sjstemática dc este criterio. ambos
problemas de orden procesal.

3. El primer problema vicnc por lo que se entiende por "sustanc;al¡nente igual,,. La
sentencia "Marcapura Aragón" da cuenta de una demanda de amparo interpucsta
por un trabajador (almacenero) de la Mr-rnicipalidad Provincial de Cusco quc
busca ser reincorporado. Bastan estos dalos para condicionar el universo de
casos a los que se puede asimilar estc rcferente. Y es que si nos encontrar]1os
antc siluaciones diferenles, el caso utilizado como rcferencia también dcbc
cambiar. No se puede ulilizar "Marcapura Aragón" para cualquier caso laborel
púb1ico. Con ello, sc corre el riesgo dc que se deslegitimc la decisión tomada; y
no sola¡nente en estc caso pues sc cstaria asumiendo que con una minima
súnilitud es suficiente para que el Tribunal declare la inrprocedencia.

4. El segundo problema es1á ref¡rido a Ia propia solución de .,Marcapura Aragón',.
Y es que si se anal¡za dicha sentencia, se podrá rápidamente evidenciar que se
está ante una invocación de la perspectiva objctiva de lo que lucgo vendria a scr
el precedcntc "Elgo Rios". Ls decir, se vcrifica que existc un proceso con
estruclura idónea que sería el proceso contencioso adninislrativo, con Io cual se
resuelve que dicha vÍa es igualmcnle satislactoria al amparo.

5. Sin embargo, se olvida que los criterios del prcccdcñle ,'Elgo Ríos,,han sido
pcnsados para aplicarse caso a caso y no de f_orma eslática. En otras palabras.
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ando en "Marcapura Arag se dice qlre e\iste una vía igualmenle
satisfactoria, ello es válido para ese caso en concreto, y no para todos los casos.
Al aplicarse la causal d) a "Marcapura Aragón", se genera un e1¿cto pctriflcador
en I¿ jurisprudencia que liberaría al jLrez del análisis caso a caso y lo obligaría a
aplicar una regla flúa, rel¿rida a que el proceso contencioso adminiskativo
siempre, y para todos los casos. seria una via igualmente satisfáctoria. [so cs
dcsnaturalizar un precedenle del Tribunal Constitlrcional, alternativa
absolutamcnte inadmisible. Un'fribunal como el nuestro no puede acordar algo,
sobre todo co¡ carácter de preceden!e, para de inmedialo desconocerlo-
Evidentemente, no puedo estar de acuerdo corl ese eróneo razonamicnto.

6. Frente a este escenario, considero que la mejor lorma de lratar los casos de
Derecho laboral público cn una senlencia inlerlocutoria es la de la propia causal
c), que permite al Tribunal h¿ccr una aplicacióñ direota del precedente 'Elgo
Ríos" para atender las particularidades de Ia controversia que se presenta. en
lugar <le la aplicación indirecta por medio dc 'Marcapura Aragón". Ello sin
perjuicio de utilizar la causal d) cuando se trale verdaderamente de casos
sustancialmcntc iguales. los cuales no impliquen el análisis de la vía igualmen¡e
satisláctoria, o la causal b) cuando se haga rel¡renoia a alguna de ]as otras
causales de improccdcncia prcvislas en el Código Procesal Constitucional.

7. Ahora bicn, considero que en este caso en específico, corresponde la emisión de
una sente¡lcia interlocutoria en aplicación de la causal c) prevista cn el
fundamento 49 de Ia sentencia "Vásquez Romero". Ello porque ¡o se ha
considerado lo establecido por este Tribunal, con carácter de precedente. en el
caso "Elgo Ríos".

8. En el presente caso. tenemos que la parte demandante solicita que s(r dcclare
inaplicable los s;guienles actos administrativos emitidos por el Ministerio de
Educación: a) la Resolución de Secretaría General 2078-2014-MINEI)I-1, de
fecha 19 dc noviembre de 2014, que aprobó Ia norma tócnica denominada
"Normas para la evaluación excepcional de prof¡sores nombrados sin Iilulo
pedagógico, prove¡ientes del régimen de la Ley del profcsorado"; y b) la
Resolución Ministerial 532-2014-MINEDU, del 20 de novicmbrc de 2014,
denominada "Cronograma de evaluación de prof¿sores intcrinos". En efeclo,
alega que sc estarían \,iolado su derecho altrabajo y otros dcrechos.

9. Ahora bien, corresponde analizar si lo planteado contraviene lo previsto cn la
sentencia 02383-2013-PA/l C, la cual estableció, con carácter de prcccdcntc. que
una via ordinaria constituye üna vía igualmente satisláctoria al proccso de
amparo, si en un caso concreto se demueslra, de manera copulativa. cl
cumpli¡¡iento de los siguientes elcmcntos: i) Que la estructura del proceso cs
idónea para la tutela del derecho; ii) Que la resolución que se fuera a emitir
pueda brindar tutela adecuada; iii) Quc no existe riesgo de que se produzca
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irrcpambilidad; ), iv) Que no existc ncccsidad de una tutela urgente derivada dc
la relevancia del derecho o de Ia gravedad de las consecuencias.

l0.En cste caso, desde una perspcctiva objetiva, tenemos quc el proceso
contencio'o admini-lrali\o. regulado n^r cl 'l(\lo I nico Ordendd. de Ia l()
27584, cuenta con una estructura idónea para aooger la pretcnsión del
demandante y darle tutela adecuada. En efecto, el presente caso consiste en c]ue
se dcclaren inaplicables Ia Resolución de Secretaria Cencral 2078-2014-
MINEDLI y la Resolución Ministerial 532-2014-M INEDU. Así, renemos que el
proceso contencioso adminiskativo ha sido diseñado de mancra que permite
ventilar pretensiones como la planteada por la demandanle en el presente caso.
tal como está previsto por cl allículo 5.1 y 5.2 del Texto único Ordenado de la
citada [,ey.

I l. Por otro lado, atendiendo a una perspectiva subjetiva, en el caso de aulos no se
ha acreditado un riesgo de ireparabilidad del dcrecho en caso se transite la via
ordinaria. De igual nranera, tampoco se veriflca la necesidad de tutela urge¡te
derivada de la relevancia del derecho en cucstión o de la gravedad dcl daño que
podria ocurrir.

12. Por Io expuesto, corresponde que el presente rccurso de agravio constitucional
sea dcclarado IMPROCEDENTE. Ello porquc cn el caso concreto existe una
via igualmente satisfactoria, que es el proceso contencioso administrelivo.
Asimismo, y atendiendo a que la demanda dc autos lue interpuesta con
anterioridad a la publicación de la sentencia emitida en el Expedienre 02i8.1-
2013-PA/TC cn el diatio oficial El Paruano, correspondc habilitar el plazo para
que en la vía ordinaria la parte dcmandante pueda dcnra¡dar, si así lo estima
pertinente. cl reclamo de sus dercchos presuntamente vulnerados. confbrmc sc
dispone en los fundamcntos l8 a 20 de la prccitada sentencia.

ESPINoSA-SAI,DAÑA BÁRRERA

S.
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VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA

Con la potcstad que me olorga la Constitución! y con el mayor rcspeto por Ia ponenuia
de mi colega magistrado, emito el presente voto singular, para exprcsar respetuosamente
que disiento del precedcntc vincL¡lante establecido en la Sentencia 00987-2014-PA/TC,
SENTENCIA INTERLOCUTORTA DENEGATORIA, por los fundamentos que a
continuación expongol

EL TRTBUNAL CoNSTITUCIoNAL coMo coRTn DE REVISIóN o F^LLO y No DE
CASACIÓN

2. I-a Ley Fundamental de 1979 estableció que el Tribunal de Garantías
Constitucionales c.a un órgano de control de la Constitución, qüe teníajurisdiccion
en todo el territorio nacional para conocer, e/¡ ría de cd\dcíón, de los habeas corputi
y amparos denegados por el Poder Judicial, lo que implicó que dicho Tribunal no
constituia una instancja habilitada para lallar en forma definitiva sobre la causa. Es
decir. no se pronunciaba sobre los hcchos invocados como amenaza o lesión a los
dere.hus recono.ido. en la ('on5rirucion.

En ese sentido, la Ley 23385, Lcy Orgánica del Tribunal de Garantias
Constitucionales, vigente en ese momento! estableció, cn sus artículos,f2 a146, que
dicho órgano, al cnconlmr una resolución denegatoria que ha violado la ley o la ha
aplicado en forma erada o ha incurrido en graves vicios procesales en la
tramitación y resolución de Ia d(rmanda, procederá a casar la sentencia y, Iuego de
señalar la deficiencia, devolverá los actuados a la Corte Suprema de Justicia de la
República (reenvio) para que cmita nuevo fallo siguiendo sus lineamientos,
procedimiento que, a todas luces, dilataba en exceso los procesos constitucionales
mencionados.

4. El modelo de tutela ante amcnazas y vulneración dc derechos fue seriamente
modiflcado en la Constitüción de 1993. En primer lugar. se amplían los
mecanis¡nos de tutela de dos a cuatro, a saber, habeas cctrpus, Aft,paro, habeds dafrl
y acción de cumplimienlo. En segundo lugar, se crea al Tribunal Constitucional
como órgeno de control de la constitucionalidad, aun cuando la Constitución Io
califica erróneamente como "órgano de control de la Constitución". No obstante, en

ivlfll

L La Constitución de 1979 creó el Tribunal de Garantías Constitucionales corro
instancia de casación y la Constitució¡ de 1993 convirtió al Tribunal Constitucional
en instancia de fallo. La Constitución del 79, por primera vcz e¡ nuestra historia
constitucional, dispuso la creación de un órgano ad ioc, independiente del Poder
Judicial, con la tarea de garantizar la supremacia constitucional y la vigencia ple¡a
de los derechos fundamentales.
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8. [,a adminislración de.iusticia constitucional de Ia liberrad que bri¡da el 'l'ribunal

Constilucional, desde su creación, es respetuosa, como correspondc. del derecho de
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EL DERECHo A sER oÍDo coMo ñrarrFEsrAcróN DE LA DEMOCRATIZACIóN DE Los
PRocESos CoNSTITUCIoNALES Dtt L^ LTBERT'^D

materia de procesos constitucionales de la libertad, la Constitución eslablece quc cl
'¡'ribunal Constitucional es instancia de revisión o lallo.

5. Cabe señalar que la Constitución Política del Perú, en su artículo 202, inciso 2,
prescribe que corresponde al Tribuoal Constitucional "conocer, en último y
deln¡tiva ínttdncia, las resolu¡.ione: denegdfori s dictarlas en los procesot; de

hobeas corpus, amptro, habeas dan y acción de cumpliñienlo". Esta disposicion
constitucional, desde una posición de franca tutela de los derechos fundamentales,
exige que el Tribunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se

estima amenazado o agraviado en un derecho fundamental. Una lectura diversa
contravendría mandatos esenciales de la Constilución, como son el principio de
dcfensa de la persona humana y el respeto de su dignidad como fin supremo de la
sociedad y del Estado (aftículo 1), y "ld observ.tncia del debirlo procetio y tutela
jurisd¡cciondl. Ning na peftona puede ser desviatla de ld juritdicción
predeterminada por la ley, ni ,eomelida a proced¡niento distin[o de los preúÍ]ñefite
esÍablecídos, ni juzgdda por órganos jurisdiccionales de ercepc¡ón ni pot
comisfunes especiales creadas al efec¡o cualquiera sea su denoninacíón",
consdtrada cn c¡arlículo l]a. ;nciqo 1

6. Como se advierte, a diferenc;a de lo que acontece en otros países, en los cuales el
acceso a la úllima instancia constitucional tiene lugar por la \ía del certioruri
(Suprema Coñe de los Estados Unidos), en el Perú el Poder Constituyente optó por
un órgano supremo de interpretación de la Constitución capaz de ingresar al fondo
en los llamados procesos de la libertad cuando el agraviado no haya obtqnido una
protección de su derecho en sede del Poder Judicial. En otras palabras, si Io quc
cstá en discusión es la supuesla amenaza o lesión de un derecho fundamental, se

debe abrir Ia via correspondicnte para que el 'fiibunal Constitucional pueda
pronunciarse. Pero ia apertura de esta vía solo se produce si se permile al
peticionante colaborar con los jueces constitucionales medianac un pormenorizado
análi.i. de lo que se pretende. de Io quc sc in\oca.

7. Lo constitucional es escuchar a ¡a parte como concretización de su derecho
irrenunciable a la defensa; además, un lribunal Constitucional constituye el ntas
efectivo medio de defensa de los derechos lundamentales frente a los poderes
públicos y privados, lo cual evidcncia cl triunfo de la justicia frente a la
arbitrariedad.

ttvtl
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defensa inherente a toda persona, cuya manifestación primaria es el derecho a ser
oído con lodas las debidas garantías al interior de cualquier proceso en el cual se

determinen \u\ dercchos. inrcrc\eq ) ñbligacionc..

9. Precisamente, mi alejamiento respecto a la emisión de una resolución constitucional
sin realizarse audiencia dc vista está relacionado con la derensa, la cual, sólo es

ef¡ctiva cuando el justiciable y sus abogados pueden exponer, de mancra escrita y
oral, los argumentos pertinentes, concretándose el principio de inmediación que
debe regir en todo p.oceso constilucional.

10. Sobre la intervención dc las paíes, corresponde señalar que, en tanto que la
potestad de administrar justicia constituyc una manilestación del poder que el
Estado ostenta sobre las personas, su cjcrcicio resulla constitucional cuando se

brinda con estricto respeto de los derechos inherentes a todo ser humano, lo que
incluye el derecho a ser oído con las debidas garantías.

11. Cabe añadir que la pafiicipación directa de las partes, en defensa de sus interesus,
que se concede en la audicncia de vista, también oonstituye un elemcnto que
democratiza el proceso. De Io contrario, se decidiría sobre la esfera de intcrés de
una persona sin permitirle alegar Io correspondienle a su favor, lo que resultaria
excluyente y antidemocrálico. Además, el Tribunal Constitucional tiene el deber
ineludible de optimizar, en cada caso concreto, las razones, los motivos y los
argumentos que justifican sus decisio¡es, porque el Tribunal Constitucional se

legitima no por ser un tribunal de justicia, sino por la justicia de sus razones, por
expresar de modo suficiente las razones de derecho y de hecho rclevantes en cada
caso que resuclvc.

12. En ese sentido, la Corte Inte¡americana de Derechos Humanos ha establecido que el
derecho de del'ensa "obliga al Estado a tratar ol ind¡\)¡duo en todo momento como
un wldadero rujeb del proceso, en el más anplio sen¡ido de este concepto, )) no
símplemente como objeto del mismo"), y que "para que exista .lebitlo proieso legal
es precíso q1!e an justic¡able puada hacer yaler sus derechos y deJender sus
intereses en .forna efecli.',a y en condicio es de igualdatl procesal con otro,t
¡uotíciables''.

I Coúe IDH. Caso Barreto Leiva vs. Venezue,a, sentencia del l7 de noviembre de 2009.
párrufo 29.

'Co.t. lDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
sentencia del2l dejunio de 2002, párafo 146.

twI
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NATUR{LUZA PROCISAL DEt, RECURSO DE AGR"{VIO CONSTI]'UCIONAL

ll. El modelo de "instancia dc fallo" plasmado en la Constitución no puede ser
desvifuado por el Tribunal Constitucional si no es con grave violación de sus
disposiciones. Dicho Tribunal es su intórprete supremo, pero no su reformador, toda
vez que como órgaño constituido también está so,netido a la Constitución.

14. Cuando se aplica a un proceso constituciooal de ¡a libertad Ia denominada
"sentencia inlerlocutoria", el recurso de agravio constitLrcional (RAC) pierde su
verdadera esencia j!¡rídica, ya que el Tribunal Constitucional no ticne competencia
para "revisar" ni mucho menos "recalificar" el recurso de agravio constitucional.

15. De conformidad con los afículos 18 y 20 del Código Procesal Constituciona¡, el
Tribunal Constitucional no "concede" el recurso. Esta es una compctencia de la
Sala Superior del Podcr Judicial. Al Tribunal lo que le corresponde es co¡ocer del
RAC y pronunciarse sobre el fondo. Por ende, no Ie ha sido dada Ia competencia de
rechazar dicho recurso! sino por el contrario de "conocer" lo que la pade alega
como un agrar io que Ir causa indettn.iun.

16. Por otro lado, la "sentencia interloculoria" establece como supuestos para su
aplicación fórmulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los casos.
requiere ser aclarado, justificado y concretado en supuestos específicos, a saber,
identiflcar en qué casos se aplicaria. No hacedo, ¡o definirlo, ¡i justificarlo,
convierte el empleo de Ia precitada sentencia en arbitrario, toda vez que se podria
afectar. e¡tre otros, el derecho fundamental de defensa. en su manifeslación de scr
oído con las debidas garantías, pues ello daría lugar a decisio:res subjetivas y
carentes de predictibilidad, afecta¡do notablcmente a los justiciables, quienes
tendrian que adivinar qué resolverá el Tribunal Constitucional antes de presentar su
respectiva demanda.

17. Por Io demás. ,r¡rldtis mutandi.t, el preccdente vinculante contenido en la Sentoncia
00987-2014-PA/TC repite lo señalado por el Tribunal Constitucional en atros
fallos. como en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramirez (Sentencia 02877-
2005-PHC/TC). Del mismo modo, constiluye una reafirmación de Ia naturaleza
procesal de los proccsos constitucionales de la libertad (supletoriedad. vía pre\ iü,
vías paralelas, litispendcncia, invocación del derecho constitucional líquido y
cierto, etc.).

18- Sin embargo, el hecho de que los procesos constitucionales de la libertad sean de
una naturaleza procesal distinta a Ia de los procesos ordinarios no constituye un
motivo para que se pueda d€svi(uar la esencia principal del recurso de agrar,io
constitucional.
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19. Por tanlo, si se tiene en cuenta que lajusticia en sede constitucional rcpresenta Ia
úkima posibilidad para proteger y reparar los derechos fundamentales de los
agraviados, volo a lavor de que en cl presente caso se convoque a audiencia para ¡a

vista, Io que garantiza q!¡e el Tribunal Constitucional, en tanto instancia última y
definitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas en sus
derechos esenciales cuando no encuenkan justicia en el Poder Judicial;
especialmente si se tiene en cuenta que, agotada la vía constitucional, al justiciable
solo Ie queda el camino de Ia jurisdicción internacional de protección de derechos
humanos.
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20. Como afirmó Raúl Ferrero Rebagliati, "la defensa del derecho de uno es, al mismo
tiempo, una defensa total de Ia Constitución, pues si toda garantía constitucional
entraña el acceso a la prestación jurisdiccional, cada cua¡ al defender su derecho
está defendiendo el de los demás y el de la comunidad que resulta oprimida o
envilecida sin la protección jud ic ia¡ auténtica".
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